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MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL RDL 14/2019 
 

1. DNI COMO ÚNICO DOCUMENTO CON SUFICIENTE 
VALOR DE IDENTIDAD 
 

Se configura el Documento Nacional de Identidad, con carácter exclusivo y excluyente, 
como el único documento con suficiente valor por sí solo para la acreditación, a todos 
los efectos, de la identidad y los datos personales de su titular. 

MODIFICACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA 4/2015, DE 30 DE MARZO, DE 
PROTECCIÓN DE LA SEGURIDAD CIUDADANA 

REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 

8.1. Los españoles tienen derecho a que 
se les expida el Documento Nacional de 
Identidad. 

El Documento Nacional de Identidad es 
un documento público y oficial y tendrá la 
protección que a éstos otorgan las leyes, 
así como suficiente valor por sí solo para 
la acreditación de la identidad y los datos 
personales de su titular. 

 

8.1. Los españoles tienen derecho a que 
se les expida el Documento Nacional de 
Identidad. 

El Documento Nacional de Identidad es 
un documento público y oficial y tendrá la 
protección que a estos otorgan las leyes. 
Es el único documento con suficiente 
valor por sí solo para la acreditación, a 
todos los efectos, de la identidad y los 
datos personales de su titular. 

MODIFICACIÓN DE LA LEY 59/2003, DE 19 DE DICIEMBRE, DE FIRMA 
ELECTRÓNICA 

REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 

Documento nacional de identidad 
electrónico. 

15.1. El documento nacional de identidad 
electrónico es el documento nacional de 
identidad que acredita electrónicamente 
la identidad personal de su titular y 
permite la firma electrónica de 
documentos. 

 

Documento nacional de identidad 
electrónico 

15.1. El documento nacional de identidad 
electrónico es el documento nacional de 
identidad que acredita electrónicamente 
la identidad personal de su titular, en los 
términos establecidos en el artículo 8 de 
la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, 
de protección de la seguridad ciudadana, 
y permite la firma electrónica de 
documentos. 
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2. MEDIDAS EN MATERIA DE IDENTIFICACIÓN 
ELECTRÓNICA ANTE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, 
UBICACIÓN DE DETERMINADAS BASES DE DATOS Y DATOS 
CEDIDOS A OTRAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
 

Se adapta la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas al  Reglamento eIDAS. 

MODIFICACIÓN DE LA LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento. 

 

Se modifica el apartado 2 del artículo 9 de la Ley 39/2015, que queda con el 
siguiente contenido y se añade un nuevo apartado 3, renumerando el apartado 
3 que pasa a ser el apartado 4: 

REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 

9.2. Los interesados podrán identificarse 
electrónicamente ante las 
Administraciones Públicas a través de 
cualquier sistema que cuente con un 
registro previo como usuario que permita 
garantizar su identidad. En particular, 
serán admitidos, los sistemas siguientes: 

a) Sistemas basados en certificados 
electrónicos reconocidos o cualificados 
de firma electrónica expedidos por 
prestadores incluidos en la «Lista de 
confianza de prestadores de servicios de 
certificación». A estos efectos, se 
entienden comprendidos entre los 
citados certificados electrónicos 
reconocidos o cualificados los de persona 
jurídica y de entidad sin personalidad 
jurídica. 

b) Sistemas basados en certificados 
electrónicos reconocidos o cualificados 
de sello electrónico expedidos por 
prestadores incluidos en la «Lista de 

 
9.2. Los interesados podrán identificarse 
electrónicamente ante las 
Administraciones Públicas a través de los 
sistemas siguientes: 
 
 
 
 
 a) Sistemas basados en certificados 
electrónicos cualificados de firma 
electrónica expedidos por prestadores 
incluidos en la ‘‘Lista de confianza de 
prestadores de servicios de certificación’’. 
 
 
 
 
 
 
 
b) Sistemas basados en certificados 
electrónicos cualificados de sello 
electrónico expedidos por prestadores 
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confianza de prestadores de servicios de 
certificación». 

c) Sistemas de clave concertada y 
cualquier otro sistema que las 
Administraciones Públicas consideren 
válido, en los términos y condiciones que 
se establezcan. 

 

 

 

 

 

 

 

Cada Administración Pública podrá 
determinar si sólo admite alguno de estos 
sistemas para realizar determinados 
trámites o procedimientos, si bien la 
admisión de alguno de los sistemas de 
identificación previstos en la letra c) 
conllevará la admisión de todos los 
previstos en las letras a) y b) anteriores 
para ese trámite o procedimiento. 

 

 

 

 

 

 

incluidos en la ‘‘Lista de confianza de 
prestadores de servicios de certificación’’.  
 
c) Sistemas de clave concertada y 
cualquier otro sistema, que las 
Administraciones consideren válido en los 
términos y condiciones que se establezca, 
siempre que cuenten con un registro 
previo como usuario que permita 
garantizar su identidad, previa 
autorización por parte de la Secretaría 
General de Administración Digital del 
Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública, que solo podrá ser 
denegada por motivos de seguridad 
pública, previo informe vinculante de 
la Secretaría de Estado de Seguridad 
del Ministerio del Interior.  
La autorización habrá de ser emitida en 
el plazo máximo de tres meses. Sin 
perjuicio de la obligación de la 
Administración General del Estado de 
resolver en plazo, la falta de resolución 
de la solicitud de autorización se 
entenderá que tiene efectos 
desestimatorios.  
Las Administraciones Públicas deberán 
garantizar que la utilización de uno de los 
sistemas previstos en las letras a) y b) sea 
posible para todo procedimiento, aun 
cuando se admita para ese mismo 
procedimiento alguno de los previstos en 
la letra c).  
3. En relación con los sistemas de 
identificación previstos en la letra c) del 
apartado anterior, se establece la 
obligatoriedad de que los recursos 
técnicos necesarios para la recogida, 
almacenamiento, tratamiento y gestión 
de dichos sistemas se encuentren 
situados en territorio de la Unión 
Europea, y en caso de tratarse de 
categorías especiales de datos a los que 
se refiere el artículo 9 del Reglamento 
(UE) 2016/679, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016, relativo a la protección de las 
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3. En todo caso, la aceptación de alguno 
de estos sistemas por la Administración 
General del Estado servirá para acreditar 
frente a todas las Administraciones 
Públicas, salvo prueba en contrario, la 
identificación electrónica de los 
interesados en el procedimiento 
administrativo. 

 

personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE, en 
territorio español.  
En cualquier caso, los datos se 
encontrarán disponibles para su acceso 
por parte de las autoridades judiciales 
y administrativas competentes.  
Los datos a que se refiere el párrafo 
anterior no podrán ser objeto de 
transferencia a un tercer país u 
organización internacional, con 
excepción de los que hayan sido objeto 
de una decisión de adecuación de la 
Comisión Europea o cuando así lo exija 
el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales asumidas por el Reino 
de España.  
4. En todo caso, la aceptación de alguno 
de estos sistemas por la Administración 
General del Estado servirá para acreditar 
frente a todas las Administraciones 
Públicas, salvo prueba en contrario, la 
identificación electrónica de los 
interesados en el procedimiento 
administrativo. 

Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas. 

 
Se modifica el apartado 2 del artículo 10, que queda con el siguiente contenido, 
y se añade un nuevo apartado 3, renumerando los apartados 3 y 4 que pasan a 
ser 4 y 5: 
REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 
10.2. En el caso de que los interesados 
optaran por relacionarse con las 
Administraciones Públicas a través de 
medios electrónicos, se considerarán 
válidos a efectos de firma: 

a) Sistemas de firma electrónica 
reconocida o cualificada y avanzada 
basados en certificados electrónicos 
reconocidos o cualificados de firma 

10.2. En el caso de que los interesados 
optaran por relacionarse con las 
Administraciones Públicas a través de 
medios electrónicos, se considerarán 
válidos a efectos de firma: 
 
 a) Sistemas de firma electrónica 
cualificada y avanzada basados en 
certificados electrónicos cualificados de 
firma electrónica expedidos por 
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electrónica expedidos por prestadores 
incluidos en la «Lista de confianza de 
prestadores de servicios de certificación». 
A estos efectos, se entienden 
comprendidos entre los citados 
certificados electrónicos reconocidos o 
cualificados los de persona jurídica y de 
entidad sin personalidad jurídica. 

 

b) Sistemas de sello electrónico 
reconocido o cualificado y de sello 
electrónico avanzado basados en 
certificados electrónicos reconocidos o 
cualificados de sello electrónico incluidos 
en la «Lista de confianza de prestadores 
de servicios de certificación». 

 

 

c) Cualquier otro sistema que las 
Administraciones Públicas consideren 
válido, en los términos y condiciones que 
se establezcan. 

Cada Administración Pública, 
Organismo o Entidad podrá determinar si 
sólo admite algunos de estos sistemas 
para realizar determinados trámites o 
procedimientos de su ámbito de 
competencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

prestadores incluidos en la ‘‘Lista de 
confianza de prestadores de servicios de 
certificación’’.  
 
 
 
 
 
 
 
 
b) Sistemas de sello electrónico 
cualificado y de sello electrónico 
avanzado basados en certificados 
electrónicos cualificados de sello 
electrónico expedidos por prestador 
incluido en la ‘‘Lista de confianza de 
prestadores de servicios de certificación’’. 
 
  
 
c) Cualquier otro sistema que las 
Administraciones Públicas consideren 
válido en los términos y condiciones que 
se establezca, siempre que cuenten con 
un registro previo como usuario que 
permita garantizar su identidad, previa 
autorización por parte de la Secretaría 
General de Administración Digital del 
Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública, que solo podrá ser 
denegada por motivos de seguridad 
pública, previo informe vinculante de 
la Secretaría de Estado de Seguridad 
del Ministerio del Interior.  
 
La autorización habrá de ser emitida en 
el plazo máximo de tres meses.  
 
Sin perjuicio de la obligación de la 
Administración General del Estado de 
resolver en plazo, la falta de resolución 
de la solicitud de autorización se 
entenderá que tiene efectos 
desestimatorios. Las Administraciones 
Públicas deberán garantizar que la 
utilización de uno de los sistemas 
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3. Cuando así lo disponga expresamente 
la normativa reguladora aplicable, las 
Administraciones Públicas podrán admitir 
los sistemas de identificación 
contemplados en esta Ley como sistema 
de firma cuando permitan acreditar la 
autenticidad de la expresión de la 
voluntad y consentimiento de los 
interesados. 

4. Cuando los interesados utilicen un 
sistema de firma de los previstos en este 
artículo, su identidad se entenderá ya 

previstos en las letras a) y b) sea posible 
para todos los procedimientos en todos 
sus trámites, aun cuando 
adicionalmente se permita alguno de 
los previstos al amparo de lo dispuesto 
en la letra c).  
3. En relación con los sistemas de firma 
previstos en la letra c) del apartado 
anterior, se establece la obligatoriedad 
de que los recursos técnicos necesarios 
para la recogida, almacenamiento, 
tratamiento y gestión de dichos 
sistemas se encuentren situados en 
territorio de la Unión Europea, y en 
caso de tratarse de categorías 
especiales de datos a los que se refiere 
el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2016/679, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, en 
territorio español. En cualquier caso, 
los datos se encontrarán disponibles 
para su acceso por parte de las 
autoridades judiciales y administrativas 
competentes. Los datos a que se refiere 
el párrafo anterior no podrán ser 
objeto de transferencia a un tercer país 
u organización internacional, con 
excepción de los que hayan sido objeto 
de una decisión de adecuación de la 
Comisión Europea o cuando así lo exija 
el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales asumidas por el Reino 
de España.  
 
4. Cuando así lo disponga expresamente 
la normativa reguladora aplicable, las 
Administraciones Públicas podrán admitir 
los sistemas de identificación 
contemplados en esta Ley como sistema 
de firma cuando permitan acreditar la 
autenticidad de la expresión de la 
voluntad y consentimiento de los 
interesados.  
 
5. Cuando los interesados utilicen un 
sistema de firma de los previstos en este 
artículo, su identidad se entenderá ya 
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acreditada mediante el propio acto de la 
firma. 

 

acreditada mediante el propio acto de la 
firma. 

Se añade una nueva disposición adicional sexta, con la siguiente redacción:  

 Disposición adicional sexta.  
 
Sistemas de identificación y firma 
previstos en los artículos 9.2 c) y 10.2 
c).  
 
1. No obstante lo dispuesto en los 
artículos 9.2 c) y 10.2 c) de la presente 
Ley, en las relaciones de los interesados 
con los sujetos sometidos al ámbito de 
aplicación de esta Ley, no serán 
admisibles en ningún caso y, por lo 
tanto, no podrán ser autorizados, los 
sistemas de identificación basados en 
tecnologías de registro distribuido y los 
sistemas de firma basados en los 
anteriores, en tanto que no sean objeto 
de regulación específica por el Estado 
en el marco del Derecho de la Unión 
Europea. 
 
 2. En todo caso, cualquier sistema de 
identificación basado en tecnología de 
registro distribuido que prevea la 
legislación estatal a que hace referencia 
el apartado anterior deberá contemplar 
asimismo que la Administración 
General del Estado actuará como 
autoridad intermedia que ejercerá las 
funciones que corresponda para 
garantizar la seguridad pública.» 
 

 

COMENTARIO:  

1.- En materia de sistemas de identificación y firma digital en las relaciones del 
ciudadano con la Administración. 

Respecto de la modificación operada en el artículo 9 de la Ley 39/2015, se podría hacer 
la siguiente reflexión a la hora de identificar al obligado al pago. 
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Cuando la norma establece “Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema”, 
parece que se está refiriendo al sistema Cl@ve que cumpliría con los requisitos, sin 
embargo, también se podría entender incluido el sistema de usuario y contraseña y 
probablemente requiera de la autorización señalada en la modificación del precepto.   

Si tales sistemas ya estaban implantados antes de la entrada en vigor de este Real 
Decreto Ley, la Disposición transitoria primera considera que  “Los sistemas que, antes de 

la citada entrada en vigor, ya estén validados y plenamente operativos en los 

procedimientos administrativos de que se trate, no requerirán someterse a dicha 

autorización.” 

Con el necesario sometimiento a un régimen de autorización estatal, lo que se pretende 
es dar una respuesta unificada en materia de identificación y firma digital, habida cuenta 
del contenido de la Sentencia del Tribunal Constitucional 55/2018 la cual vino a dar cierta 
libertad a las distintas Administraciones como las CCAA, para desarrollar distintos 
servicios y plataformas digitales distintas a las Estatales, amparándose en las Leyes 39 y 
40/2015 y en la invasión de competencias autonómicas por parte del Estado.  

Lo que se pretende con la reforma es dar cumplimiento a dicha Sentencia, respaldados 
por la competencia estatal en materia de seguridad pública,  sometiendo los distintos 
sistemas de identificación y firma digital  (diferentes a los sistemas basados en 
certificados electrónicos  y sello electrónico) a un régimen de autorización previa por 
parte de la Administración General del Estado. 

Dicha autorización tendrá por objeto, exclusivamente, verificar si el sistema validado 
tecnológicamente por parte de la Administración u Organismo Público de que se trate 
puede o no producir afectar o poner en riesgo la seguridad pública, en cuyo caso el 
Estado denegaría dicha autorización. 

El mismo comentario merece la modificación operada en el artículo 10 respecto de los 
sistemas de firma. 

2.- Alojamiento los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, 
tratamiento y gestión de dichos sistemas de identificación y firma digital. 

Por otra parte en relación a los  sistemas de firma previstos en la letra c), se establece la 
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, 
almacenamiento, tratamiento y gestión de dichos sistemas se encuentren situados en 
territorio de la Unión Europea y si afectan a categorías especiales de datos que se 
encuentren situados en territorio español, dando un plazo de 6 meses desde la entrada 
en vigor, para su cumplimiento (Disposición transitoria primera). 

Se puede entender que la norma descarta alojar los datos en nubes de grandes empresas 
tecnológicas que no siempre indican dónde se alojan los datos aduciendo razones de 
seguridad o que, en muchos casos, no alojan los sistemas y datos dentro del territorio 
de la UE. 
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3.- Utilización de redes distribuidas en materia de identidad y firma digital en las 
relaciones con las Administraciones Públicas. 

Respecto de la Disposición adicional sexta viene a descartar la tecnología de blockchain 
en materia de identidad digital y firma hasta que no sean objeto de regulación específica 
por el Estado en el marco del Derecho de la Unión Europea. 

Garantizándose en todo caso que el Estado será autoridad intermedia lo que resulta 
incompatible con las blockchain abiertas. 

Dicha regulación Europea podría ver la luz a corto plazo, en cuyo caso, la norma deberá 
atemperarse a las exigencia de dicha normativa.  

 

3. UBICACIÓN DE LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN Y 
COMUNICACIONES PARA EL REGISTRO DE DATOS Y 
TRANSMISIONES DE DATOS ENTRE ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS 
 

Se adapta la normativa al Reglamento General Europeo en materia de protección de 
datos modificándose la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. 

MODIFICACIÓN DE LA LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO 
DEL SECTOR PÚBLICO. 
 

Ubicación de los Sistemas de información y comunicaciones para el registro de 
datos. 

REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 
 Artículo 46 bis. Ubicación de los 

sistemas de información y 
comunicaciones para el registro de 
datos.  
Los sistemas de información y 
comunicaciones para la recogida, 
almacenamiento, procesamiento y 
gestión del censo electoral, los 
padrones municipales de habitantes y 
otros registros de población, datos 
fiscales relacionados con tributos 
propios o cedidos y datos de los 
usuarios del sistema nacional de salud, 
así como los correspondientes 
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tratamientos de datos personales, 
deberán ubicarse y prestarse dentro del 
territorio de la Unión Europea. Los 
datos a que se refiere el apartado 
anterior no podrán ser objeto de 
transferencia a un tercer país u 
organización internacional, con 
excepción de los que hayan sido objeto 
de una decisión de adecuación de la 
Comisión Europea o cuando así lo exija 
el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales asumidas por el Reino 
de España. 

Art 155. Transmisiones de datos entre 
Administraciones Públicas. 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal y su normativa de 
desarrollo, cada Administración deberá 
facilitar el acceso de las restantes 
Administraciones Públicas a los datos 
relativos a los interesados que obren en 
su poder, especificando las condiciones, 
protocolos y criterios funcionales o 
técnicos necesarios para acceder a dichos 
datos con las máximas garantías de 
seguridad, integridad y disponibilidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2. La disponibilidad de tales datos 
estará limitada estrictamente a 
aquellos que son requeridos a los 
interesados por las restantes 
Administraciones para la tramitación y 
resolución de los procedimientos y 
actuaciones de su competencia, de 
acuerdo con la normativa reguladora 
de los mismos. 

Art 155. Transmisiones de datos entre 
Administraciones Públicas. 
  
1. De conformidad con lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de abril de 2016, relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE y en 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales y su 
normativa de desarrollo, cada 
Administración deberá facilitar el acceso 
de las restantes Administraciones Públicas 
a los datos relativos a los interesados que 
obren en su poder, especificando las 
condiciones, protocolos y criterios 
funcionales o técnicos necesarios para 
acceder a dichos datos con las máximas 
garantías de seguridad, integridad y 
disponibilidad.  
 
2. En ningún caso podrá procederse a 
un tratamiento ulterior de los datos 
para fines incompatibles con el fin para 
el cual se recogieron inicialmente los 
datos personales. De acuerdo con lo 
previsto en el artículo 5.1.b) del 
Reglamento (UE) 2016/679, no se 
considerará incompatible con los fines 
iniciales el tratamiento ulterior de los 
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3. La Administración General del 
Estado, las Administraciones 
Autonómicas y las Entidades Locales, 
adoptarán las medidas necesarias e 
incorporarán en sus respectivos 
ámbitos las tecnologías precisas para 
posibilitar la interconexión de sus redes 
con el fin de crear una red de 
comunicaciones que interconecte los 
sistemas de información de las 
Administraciones Públicas y permita el 
intercambio de información y servicios 
entre las mismas, así como la 
interconexión con las redes de las 
instituciones de la Unión Europea y de 
otros Estados Miembros. 

datos personales con fines de archivo 
en interés público, fines de 
investigación científica e histórica o 
fines estadísticos.  
3. Fuera del caso previsto en el 
apartado anterior y siempre que las 
leyes especiales aplicables a los 
respectivos tratamientos no prohíban 
expresamente el tratamiento ulterior 
de los datos para una finalidad distinta, 
cuando la Administración Pública 
cesionaria de los datos pretenda el 
tratamiento ulterior de los mismos 
para una finalidad que estime 
compatible con el fin inicial, deberá 
comunicarlo previamente a la 
Administración Pública cedente a los 
efectos de que esta pueda comprobar 
dicha compatibilidad.  
La Administración Pública cedente 
podrá, en el plazo de diez días 
oponerse motivadamente. Cuando la 
Administración cedente sea la 
Administración General del Estado 
podrá en este supuesto, 
excepcionalmente y de forma 
motivada, suspender la transmisión de 
datos por razones de seguridad 
nacional de forma cautelar por el 
tiempo estrictamente indispensable 
para su preservación. En tanto que la 
Administración Pública cedente no 
comunique su decisión a la cesionaria 
esta no podrá emplear los datos para la 
nueva finalidad pretendida. Se 
exceptúan de lo dispuesto en el párrafo 
anterior los supuestos en que el 
tratamiento para otro fin distinto de 
aquel para el que se recogieron los 
datos personales esté previsto en una 
norma con rango de ley de 
conformidad con lo previsto en el 
artículo 23.1 del Reglamento (UE) 
2016/679. 
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COMENTARIO:  

Lo que se pretende con la reforma es que los datos y sistemas queden alojados en 
instalaciones ubicadas en territorio de la UE y que no se haga una transferencia de datos 
personales a un tercer país u organización internacional, salvo disposición expresa en la 
Normativa Europea o Convenio Internacional. 

En cuanto a la modificación del artículo 155 puede resultar algo polémica por las distintas 
interpretaciones a que puede dar lugar el intercambio de información entre 
Administraciones Públicas.  

Cuando los datos personales se utilicen para una finalidad distinta para la que se 
recabaron pero compatible con la inicial, esta utilización debe ser comunicada a la 
Administración cedente para que ésta pueda comprobar la compatibilidad de la finalidad 
inicial con el nuevo tratamiento de los datos, por lo que podrían surgir problemas en la 
cesión de datos entre distintas Administraciones, puesto que la compatibilidad es algo 
subjetivo que cada Administración puede interpretar de forma distinta.  

Lo ideal sería que los datos se volcaran en la plataforma de intermediación de datos, 
sistema contacta y otras plataformas que permitan el acceso a los datos personales por 
parte de las Administraciones interesadas y no se descarta que estos sistemas 
evolucionen para cumplir con la necesaria comprobación de la compatibilidad.  

 

4. MEDIDAS EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 

Se adapta la normativa al Reglamento General Europeo en materia de protección de 
datos modificándose la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
incluyendo diversas menciones para considerar la normativa en materia de protección 
de datos como contenido mínimo del contrato. 

 

 

MODIFICACIÓN DE LA LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL 
SECTOR PÚBLICO  

Contenido mínimo del contrato 

REDACCIÓN ANTERIOR REDACCIÓN ACTUAL 
Art. 35.1 d) Referencia a la legislación 
aplicable al contrato 
 

Art. 35.1 d) Referencia a la legislación 
aplicable al contrato, con expresa 
mención al sometimiento a la 
normativa nacional y de la Unión 
Europea en materia de protección de 
datos. 
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Causas de nulidad de derecho administrativo. 

Se añade: Art 39.2 h) La falta de mención en los pliegos de lo previsto en los 
párrafos tercero, cuarto y quinto del apartado 2 del artículo 122. 

Prohibiciones de contratar 

Art 71.2 d) 
d) Haber dado lugar, por causa de la que 
hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato 
celebrado con una entidad de las 
comprendidas en el artículo 3 de la 
presente Ley. 

Art. 71.2  
d) Haber dado lugar, por causa de la que 
hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato 
celebrado con una entidad de las 
comprendidas en el artículo 3 de la 
presente Ley.  
La prohibición alcanzará a las empresas 
cuyo contrato hubiere quedado 
resuelto por incumplimiento culpable 
del contratista de las obligaciones que 
los pliegos hubieren calificados como 
esenciales de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 211.1.f). 

Expediente de contratación: iniciación y contenido. 

Art. 116. 1. La celebración de contratos 
por parte de las Administraciones Públicas 
requerirá la previa tramitación del 
correspondiente expediente, que se 
iniciará por el órgano de contratación 
motivando la necesidad del contrato en 
los términos previstos en el artículo 28 de 
esta Ley y que deberá ser publicado en el 
perfil de contratante. 

Art. 116. 1. La celebración de contratos 
por parte de las Administraciones Públicas 
requerirá la previa tramitación del 
correspondiente expediente, que se 
iniciará por el órgano de contratación 
motivando la necesidad del contrato en 
los términos previstos en el artículo 28 de 
esta Ley y que deberá ser publicado en el 
perfil de contratante. En aquellos 
contratos cuya ejecución requiera de la 
cesión de datos por parte de entidades 
del sector público al contratista, el 
órgano de contratación en todo caso 
deberá especificar en el expediente de 
contratación cuál será la finalidad del 
tratamiento de los datos que vayan a 
ser cedidos. 

Pliegos de cláusulas administrativas particulares 
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Art. 122.2. En los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares se incluirán 
los criterios de solvencia y adjudicación 
del contrato; las consideraciones sociales, 
laborales y ambientales que como 
criterios de solvencia, de adjudicación o 
como condiciones especiales de ejecución 
se establezcan; los pactos y condiciones 
definidores de los derechos y 
obligaciones de las partes del contrato; la 
previsión de cesión del contrato salvo en 
los casos en que la misma no sea posible 
de acuerdo con lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 214.1; la 
obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores 
conforme al Convenio Colectivo sectorial 
de aplicación; y las demás menciones 
requeridas por esta Ley y sus normas de 
desarrollo.  

En el caso de contratos mixtos, se 
detallará el régimen jurídico aplicable a 
sus efectos, cumplimiento y extinción, 
atendiendo a las normas aplicables a las 
diferentes prestaciones fusionadas en 
ellos. 

Los pliegos podrán también 
especificar si va a exigirse la transferencia 
de derechos de propiedad intelectual o 
industrial, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 308 respecto de los 
contratos de servicios. 

 

 
Art. 122.2. En los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares se incluirán 
los criterios de solvencia y adjudicación 
del contrato; las consideraciones sociales, 
laborales y ambientales que como 
criterios de solvencia, de adjudicación o 
como condiciones especiales de ejecución 
se establezcan; los pactos y condiciones 
definidores de los derechos y 
obligaciones de las partes del contrato; la 
previsión de cesión del contrato salvo en 
los casos en que la misma no sea posible 
de acuerdo con lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 214.1; la 
obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores 
conforme al Convenio Colectivo sectorial 
de aplicación; y las demás menciones 
requeridas por esta Ley y sus normas de 
desarrollo.  
En el caso de contratos mixtos, se 
detallará el régimen jurídico aplicable a 
sus efectos, cumplimiento y extinción, 
atendiendo a las normas aplicables a las 
diferentes prestaciones fusionadas en 
ellos.  
 
Los pliegos podrán también especificar si 
va a exigirse la transferencia de derechos 
de propiedad intelectual o industrial, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 
308 respecto de los contratos de servicios. 
 
Los pliegos deberán mencionar 
expresamente la obligación del futuro 
contratista de respetar la normativa 
vigente en materia de protección de 
datos. Sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento 
de datos personales y la libre 
circulación de estos datos y por el que 
se deroga la Directiva 95/46/CE, en 
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aquellos contratos cuya ejecución 
requiera el tratamiento por el 
contratista de datos personales por 
cuenta del responsable del 
tratamiento, adicionalmente en el 
pliego se hará constar: a) La finalidad 
para la cual se cederán dichos datos. b) 
La obligación del futuro contratista de 
someterse en todo caso a la normativa 
nacional y de la Unión Europea en 
materia de protección de datos, sin 
perjuicio de lo establecido en el último 
párrafo del apartado 1 del artículo 202. 
c) La obligación de la empresa 
adjudicataria de presentar antes de la 
formalización del contrato una 
declaración en la que ponga de 
manifiesto dónde van a estar ubicados 
los servidores y desde dónde se van a 
prestar los servicios asociados a los 
mismos. d) La obligación de comunicar 
cualquier cambio que se produzca, a lo 
largo de la vida del contrato, de la 
información facilitada en la declaración 
a que se refiere la letra c) anterior. e) La 
obligación de los licitadores de indicar 
en su oferta, si tienen previsto 
subcontratar los servidores o los 
servicios asociados a los mismos, el 
nombre o el perfil empresarial, 
definido por referencia a las 
condiciones de solvencia profesional o 
técnica, de los subcontratistas a los que 
se vaya a encomendar su realización.  
En los pliegos correspondientes a los 
contratos a que se refiere el párrafo 
anterior las obligaciones recogidas en 
las letras a) a e) anteriores en todo caso 
deberán ser calificadas como esenciales 
a los efectos de lo previsto en la letra f) 
del apartado 1 del artículo 211. 

Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, 
medioambiental o de otro orden. 
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Art. 202.1 Los órganos de contratación 
podrán establecer condiciones especiales 
en relación con la ejecución del contrato, 
siempre que estén vinculadas al objeto 
del contrato, en el sentido del artículo 
145, no sean directa o indirectamente 
discriminatorias, sean compatibles con el 
derecho comunitario y se indiquen en el 
anuncio de licitación y en los pliegos. 

En todo caso, será obligatorio el 
establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de al menos 
una de las condiciones especiales de 
ejecución de entre las que enumera el 
apartado siguiente. 

 

Art. 202.1 Los órganos de contratación 
podrán establecer condiciones especiales 
en relación con la ejecución del contrato, 
siempre que estén vinculadas al objeto 
del contrato, en el sentido del artículo 
145, no sean directa o indirectamente 
discriminatorias, sean compatibles con el 
Derecho de la Unión Europea y se 
indiquen en el anuncio de licitación y en 
los pliegos.  
En todo caso, será obligatorio el 
establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de al menos 
una de las condiciones especiales de 
ejecución de entre las que enumera el 
apartado siguiente.  
 
Asimismo en los pliegos 
correspondientes a los contratos cuya 
ejecución implique la cesión de datos 
por las entidades del sector público al 
contratista será obligatorio el 
establecimiento de una condición 
especial de ejecución que haga 
referencia a la obligación del 
contratista de someterse a la normativa 
nacional y de la Unión Europea en 
materia de protección de datos, 
advirtiéndose además al contratista de 
que esta obligación tiene el carácter de 
obligación contractual esencial de 
conformidad con lo dispuesto en la 
letra f) del apartado 1 del artículo 211. 
 

Subcontratación. 

Art.215.4. Los subcontratistas quedarán 
obligados solo ante el contratista 
principal que asumirá, por tanto, la total 
responsabilidad de la ejecución del 
contrato frente a la Administración, con 
arreglo estricto a los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares o documento 
descriptivo, y a los términos del contrato, 
incluido el cumplimiento de las 
obligaciones en materia medioambiental, 

Art.215.4. Los subcontratistas quedarán 
obligados solo ante el contratista 
principal que asumirá, por tanto, la total 
responsabilidad de la ejecución del 
contrato frente a la Administración, con 
arreglo estricto a los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares o documento 
descriptivo, y a los términos del contrato; 
incluido el cumplimiento de las 
obligaciones en materia medioambiental, 
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social o laboral a que se refiere el artículo 
201. 

 

 

 

social o laboral a que se refiere el artículo 
201, así como de la obligación a que 
hace referencia el último párrafo del 
apartado 1 del artículo 202 referida al 
sometimiento a la normativa nacional y 
de la Unión Europea en materia de 
protección de datos.  

 

COMENTARIO:  

La modificación operada simplemente adapta la Ley de Contratos a la normativa en 
materia de protección de datos adoptando medidas en materia de contenido mínimo de 
los pliegos, especificación de las finalidades para las que se podrán tratar los datos, la 
consideración del cumplimiento de la normativa como obligación contractual esencial, 
entre otras necesarias para dicha adaptación normativa. 

5. MEDIDAS PARA REFORZAR LA SEGURIDAD EN MATERIA 
DE TELECOMUNICACIONES 
 

Se modifica Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones objetivo de 
potenciar las facultades de que dispone el Gobierno, a través del Ministerio de Economía 
y Empresa, para afrontar situaciones que pueden afectar al mantenimiento del orden 
público, la seguridad pública o la seguridad nacional para asumir la gestión directa o la 
intervención de las redes y servicios de comunicaciones electrónicas. 

 

6. MEDIDAS PARA REFORZAR LA COORDINACIÓN EN 
MATERIA DE SEGURIDAD DE LAS REDES Y SISTEMAS DE 
INFORMACIÓN.  
 

Para ello, efectúa una modificación del real decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de 
seguridad de las redes y sistemas de información, en virtud de la cual el Centro 
Criptológico Nacional (CCN) ejercerá la coordinación nacional de la respuesta técnica de 
los equipos de respuesta a incidentes de seguridad informática (CSIRT) en materia de 
seguridad de las redes y sistemas de información del sector público. Adicionalmente, se 
prevé que el CCN ejercerá la función de enlace para garantizar la cooperación 
transfronteriza de los CSIRT de las Administraciones Públicas con los CSIRT 
internacionales en la respuesta a los incidentes y gestión de riesgos de seguridad. 

Departamento de Asesoría Jurídica gtt 
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